SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA Nº 003
RADICACIÓN:  660012204000202500020 00


ACCIONANTE: JETM
NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO / SOLICITUD DE PRISIÓN DOMICIALIRIA / MORA JUDICIAL
DEBIDO PROCESO – Contenido.

… En punto al debido proceso, acorde con el dispositivo 29 Superior, este se entiende “[…] como “la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables”. Tal derecho, siendo de aplicación general y universal “constituye un presupuesto para la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico”[…]”
MORA JUDICIAL – No se configura cuando se despliegan las actuaciones procedimentales necesarias para emitir decisión.

… Respecto (a) la solicitud de prisión domiciliaria, el juez cognoscente hizo saber todas las actuaciones surtidas por el despacho para atender en debida forma la petición, de un lado, requirió la información que estimó necesaria -autos 716 y 324, octubre 15 y noviembre 13/2024-, a efectos de verificar la situación jurídica integral del penado; ello permitió que se le reconociera al procesado un nuevo periodo de redención -Auto 207, febrero 12/2025-. De otro lado, ante la falta de idoneidad del informe técnico que aportó la defensa, se requirió al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en Anserma (Caldas) -Auto 264, febrero 12/2026-, a efectos de obtener la información suficiente y adoptar la decisión de fondo sobre lo pretendido. 

Bajo esa óptica, esta Corporación no requiere de mayores disquisiciones para colegir que en el caso planteado … no ha existido omisión alguna lesiva de sus derechos fundamentales, en la medida que el juzgado accionado ha impulsado las actuaciones necesarias en un término razonable para atender las pretensiones relativas a la ejecución y cumplimiento de la pena que aflige la libertad del accionante…
REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA nº 2 de decisión PENAL

Magistrado Ponente

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Pereira, veintiocho (28) de febrero dos mil veinticinco (2025)

Acta de Aprobación No. 226
Hora: 11:54 p.m.

Radicado: 66001220400020250002000

1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la tutela instaurada por el señor JETM, interno del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de              -EPMSC- Pereira, contra el Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de acceso a la Administración de Justicia, debido proceso, dignidad humana, igualdad y “tranquilidad personal”.
2.- SOLICITUD 
De la información aportada por la accionante en el escrito de tutela, se advierte lo siguiente: 

(i) el señor JETM fue condenado a 5 años, 2 meses y 3 días de prisión por el delito descrito en el artículo 365 del código penal, según sentencia de abril 20 de 2023 del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Cartago (Valle).

(ii) Se encuentra recluido desde el diciembre 14 de 2022, actualmente en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira. 
(iii) Ha acumulado 90 días de redención de pena, pero tiene unos días perdidos y otros periodos de trabajo desde julio 01 de 2024 pendientes de redención.

(iv) El Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira ejerce la vigilancia de la ejecución y cumplimiento de la pena impuesta. 

(v) En octubre 01 de 2024, su abogado defensor solicitó la actualización de datos respecto de las actuaciones del juzgado en la página web, pero no se ha realizado.

(vi) En diciembre 06 de 2024, se solicitó la prisión domiciliaria, pero no ha recibido respuesta, pese a que la autoridad penitenciaria remitió en diciembre 24 de 2024 la documentación requerida por el juzgado para tal fin. 

(vii) el accionante es padre cabeza de hogar y proveedor económico de su familia, conformada por su madre e hijos.

(viii) La falta de respuesta de la autoridad judicial vulnera sus derechos fundamentales y los de su familia, pues el sustituto de la prisión domiciliaria al que considera tener derecho, garantizaría no solo su estabilidad emocional y económica, sino también la de su hogar. 

Solicitó el amparo de tutela a sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, debido proceso, dignidad humana, igualdad y “tranquilidad personal”, amenazados por el juzgado accionado; en consecuencia, se ordene a la autoridad judicial accionada que proceda a resolver de fondo e inmediatamente las solicitudes presentadas.
3.- CONTESTACIÓN

Mediante auto de febrero 17 de 2024, el despacho admitió la tutela y corrió el traslado respectivo al Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad como autoridad accionada. 

Al respecto, el titular del despacho judicial informó que en septiembre 05 de 2024 se avocó el conocimiento del proceso referenciado por el accionante, como parte de una redistribución ordenada por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda -Acuerdo CSJRIA24-83 de mayo 02 de 2024-. Además, advirtió que ese juzgado ha recibido numerosos expedientes con peticiones pendientes, lo que ha generado una congestión significativa y ha dificultado la respuesta oportuna a todas las solicitudes. 

En el caso concreto, señaló que, tras advertir la existencia de una solicitud de redención de pena pendiente de resolver y ante la falta de soportes, se requirió la documentación necesaria a la autoridad penitenciaria -auto de octubre 15 de 2024- y en noviembre 13 de 2024 se resolvió de fondo la petición. En esa oportunidad no se reconoció personería jurídica al togado. 

En lo que atañe a la petición de prisión domiciliaria, la cual recibió en diciembre 19 de 2024, informó que se encuentra en trámite dado que fue necesario requerir la documentación pertinente a la autoridad penitenciaria, así como la copia de la sentencia condenatoria proferida pro el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Cartago (valle) y otra que emitió el Juzgado Tercero Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de Manizales, documentos que ya fueron aportados por las autoridades requeridas. 

Como resultado parcial de esta gestión, en auto de febrero 12 de 2025, ese despacho resolvió sobre el reconocimiento de un nuevo periodo de redención de pena, conforme a la documentación que aportó el INPEC. En la misma fecha se reconoció personería jurídica al abogado defensor del penado.

Además, está a la espera del informe socio-familiar requerido al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar Centro Zonal Anserma (Caldas), necesario para atender sobre la pretensión de prisión domiciliaria, y decidir también sobre el beneficio administrativo de permiso de 72 horas requerido. Ello, como quiera que el informe aportado por el apoderado no cumple con los presupuestos de idoneidad requeridos.
Precisó que el abogado defensor del accionante ha sido enterado de las decisiones adoptadas por el despacho y, además, cuenta con el acceso al expediente digital para su consulta. Igualmente, verificado el portal web de la Rama Judicial, constató que se encuentran registradas las principales actuaciones procesales del asunto judicial en comento. 
Solicitó que se considere la carencia actual del objeto de la acción de tutela, ya que se han adelantado las actuaciones y gestiones pertinentes para dar trámite a las peticiones del procesado JETM.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por las partes.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este caso de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382 de 2000, modificado por el 1069 de 2015 y este a su vez por el 1983 de 2017 y el 333 de 2021.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del procesado JETM; en caso afirmativo, determinar cuál es la actuación que debe realizar la autoridad judicial involucrada, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De lo arrimado al dosier se tiene que el señor JETM, privado de la libertad en centro penitenciario, acudió a la acción constitucional por medio de su apoderado judicial con el fin de reclamar la protección de los derechos fundamentales que consideró vulnerados por parte del Juzgado Quinto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto no se ha resuelto la solicitud de prisión domiciliaria que presentó en diciembre 06 de 2024, ni la petición de actualización de información procesal para su visualización en la consulta web, requerida en octubre 01 de 2024.

Como se advera, los reclamos de la parte accionante se asocian con la garantía fundamental del debido proceso y el acceso a la Administración de Justicia, tanto en la esfera de publicidad de las actuaciones judiciales como el derecho a obtener respuesta de las pretensiones postuladas por una parte legitimada en el proceso judicial. 

En punto al debido proceso, acorde con el dispositivo 29 Superior, este se entiende “[…] como “la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa
, de ser oída, hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables”
. Tal derecho, siendo de aplicación general y universal “constituye un presupuesto para la realización de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico”[…]”
, e igualmente el derecho de acceso a la Administración de Justicia, consagrado en el artículo 229 Superior, ha sido definido la Corte Constitucional como “la posibilidad que tienen todas las personas, naturales o jurídicas, de acudir a las autoridades judiciales para obtener la protección o el restablecimiento de sus derechos y la preservación del orden jurídico”
.
Pues bien, en el caso concreto la parte actora, en esencia, alega la omisión del juzgado porque no ha atendido dos peticiones, la primera de octubre 01 de 2024, en la que se pidió actualización de información de las actuaciones procesales para poder visualizarlas en la consulta web, en tanto que la segunda se refiere a una solicitud de prisión domiciliaria como padre cabeza de familia a favor del señor JETM. 

Frente a la primera, la Sala aprecia que, si bien pudo existir una omisión en la publicidad de las actuaciones del despacho accionado, en la medida en que, según el soporte de consulta web que aportó la parte actora en el módulo de procesos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad
, la ficha correspondiente al radicado 66001600005820220040600 no contaba con la información de registros de actuaciones, por lo que no era posible su consulta; sin embargo, durante el traslado de la acción de tutela el juzgado acreditó que tal información ya se encontraba actualizada y visible, hecho que puesto en conocimiento del abogado del accionante
.
No obstante, la situación advertida per se no puede entenderse como violatoria al principio de publicidad de las actuaciones procesales, pues el reclamo del togado se enfoca en la imposibilidad de acceder a tal información, empero para ese momento dicho profesional no estaba legitimado dentro del proceso judicial, lo cual fue solo hasta febrero 12 de 2025, cuando le fue reconocida la personería jurídica como defensor del señor JETM. 
En adición, debe señalarse que la simple imposibilidad de visualizar la información en el portal web no implica necesariamente una falta atribuible al juzgado, dado que ello puede obedecer a errores técnicos en el servidor o el dominio del sitio web, en tanto que las partes o terceros interesados en el asunto bien podían acudir a las instalaciones del juzgado para indagar por la información de interés.
Respecto al segundo punto, la solicitud de prisión domiciliaria, el juez cognoscente hizo saber todas las actuaciones surtidas por el despacho para atender en debida forma la petición, de un lado, requirió la información que estimó necesaria -autos 716 y 324, octubre 15 y noviembre 13/2024-, a efectos de verificar la situación jurídica integral del penado; ello permitió que se le reconociera al procesado un nuevo periodo de redención -Auto 207, febrero 12/2025-.
 
De otro lado, ante la falta de idoneidad del informe técnico que aportó la defensa, se requirió al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar en Anserma (Caldas) -Auto 264, febrero 12/2026-, a efectos de obtener la información suficiente y adoptar la decisión de fondo sobre lo pretendido. 
Bajo esa óptica, esta Corporación no requiere de mayores disquisiciones para colegir que en el caso planteado por el señor JETM, no ha existido omisión alguna lesiva de sus derechos fundamentales, en la medida que el juzgado accionado ha impulsado las actuaciones necesarias en un término razonable para atender las pretensiones relativas a la ejecución y cumplimiento de la pena que aflige la libertad del accionante, en tanto que la actualización de la información en el módulo de consulta web, aunque fue claro que las actuaciones del juzgado accionado no se visibilizaban al público al momento en que el abogado intentó hacer la consulta, ello no representó para las partes legitimadas en el proceso una transgresión del principio de publicidad, sin que se haya acreditado circunstancia diferente en esta trámite procesal. 
En consecuencia, la Sala negará el amparo reclamado.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Nº 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA la protección solicitada por el apoderado judicial del señor JETM, al no acreditarse vulneración a los derechos fundamentales deprecados.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

� Cfr. Sentencia C-401 de 2013.


� Sentencia C-617 de 1996. Reiterada en la sentencia C-401 de 2013.


� Sentencia C-799 de 2005.


� Sentencia T-103 de 2019.


� Visible en la página 35 del documento “03DemanadaAnexos”.


� Información corroborada por la Sala, según constancia visible en el documento “19ConstanciaDespacho”


� Información confrontada del expediente digital puesto a disposición. Enlace � HYPERLINK "https://etbcsj-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/j05epmsper_cendoj_ramajudicial_gov_co/EkgPo5_iJ1VCmNht6_GxrvYBn_fym2I2OSZu52GDL9qH_g?e=icPAcc" �66001600005820220040600�
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